
Que, el artículo 47 de la Ley Nº 29158 - Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, 
dispone que los entes rectores de los sistemas administrativos tienen las siguientes 
competencias o funciones: (i) programar, dirigir, coordinar, supervisar y evaluar la 
gestión del proceso, (ii) expedir las normas reglamentarias que regulan el Sistema, (iii) 
mantener actualizada y sistematizada la normatividad del Sistema, (iv) emitir opinión 
vinculante sobre la materia del Sistema, (v) capacitar y difundir la normatividad del 
Sistema en la Administración Pública, (vi) llevar registros y producir información 
relevante de manera actualizada y oportuna, (vii) supervisar y dar seguimiento a la 
aplicación de la normatividad de los procesos técnicos de los Sistemas, (viii) promover 
el perfeccionamiento y simplificación permanente de los procesos técnicos del Sistema 
Administrativo; y, (ix) las demás que señalen las leyes correspondientes; 

Que, conforme al artículo 46 de la Ley Nº 29158 - Ley Orgánica del Poder 
Ejecutivo, los Sistemas Administrativos tienen por finalidad regular la utilización de los 
recursos en las entidades de la administración pública, promoviendo la eficacia y 
eficiencia en su uso; asimismo, se dispone que el Poder Ejecutivo ejerce la rectoría del 
Sistema Administrativo de Modernización de la Gestión Pública, siendo responsable de 
su reglamentación y operación; 

Que, el Decreto Legislativo Nº 1446 - Decreto Legislativo que modifica la Ley Nº 
27658, Ley Marco de Modernización de la Gestión del Estado, establece que el proceso 
de modernización de la gestión del Estado se sustenta fundamentalmente en las 
siguientes acciones: (i) mejorar la calidad de la prestación de bienes y servicios, (ii) 
concertación con la participación de la sociedad civil y las fuerzas políticas, (iii) 
descentralización y la gradual transferencia de funciones, (iv) mayor eficacia y eficiencia 
en el logro de los objetivos, (v) revalorización de la Carrera Pública, (vi) 
institucionalización de la evaluación de la gestión por resultados, (vii) regulación de las 
relaciones intersectoriales; y, (viii) promover y mejorar la calidad en las regulaciones en 
el ámbito de competencia de la Presidencia del Consejo de Ministros; 

Que, la Ley Nº 27658 - Ley Marco de Modernización de la Gestión del Estado, 
declara al Estado peruano en proceso de modernización en sus diferentes instancias, 
dependencias, entidades, organizaciones y procedimientos, con la finalidad de mejorar 
la gestión pública y construir un Estado democrático, descentralizado y al servicio del 
ciudadano; 

CONSIDERANDO: 

21 FEB LU\~ Lima, 

Nº 004-2019-PCM-SGP 

c.R§so{udón de Secretaría de gestión <.Pú66ca 



Artículo 1.- Aprobación 
Apruébese los Lineamientos Nº 001-2019-SGP "Principios de actuación para la 

modernización de la gestión pública", que como Anexo forman parte integrante de la 
presente resolución. 

SE RESUELVE: 

De conformidad con la Ley Nº 27658 - Ley Marco de Modernización de la Gestión 
del Estado, la Ley Nº 29158 - Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, el Reglamento del 
Sistema Administrativo de Modernización de la Gestión Pública, aprobado mediante el 
Decreto Supremo Nº 123-2018-PCM; y, el Reglamento de Organización y Funciones de 
la Presidencia del Consejo de Ministros, aprobado mediante el Decreto Supremo Nº 
022-2017-PCM y modificatoria; 

Que, en el marco normativo que regula la materia de modernización, y siendo la 
modernización un proceso permanente que busca mejorar el funcionamiento de la 
administración pública para responder mejor a las necesidades de las personas; la 
Secretaría de Gestión Pública, en su calidad de órgano rector del Sistema de 
Modernización de la administración pública, ha elaborado los Lineamentos "Principios 
de actuación para la modernización de la gestión pública", los cuales constituyen 
orientaciones sobre el enfoque de modernización, los principales problemas que se 
busca resolver, la necesidad de emprender cambios en materia de modernización y los 
principios que se plantean; 

Que, asimismo, conforme al artículo 21 del Reglamento del Sistema 
Administrativo de Modernización de la Gestión Pública, la función normativa del ente 
rector del Sistema Administrativo de Modernización de la Gestión Pública comprende la 
facultad de emitir resoluciones de Secretaría de Gestión Pública a través de las cuales 
se aprueban, entre otros, lineamientos que contienen orientaciones generales sobre 
algún ámbito del Sistema Administrativo de Modernización de la Gestión Pública; 

Que, el numeral 4.1 del artículo 4 del Reglamento del Sistema Administrativo de 
Modernización de la Gestión Pública, aprobado mediante el Decreto Supremo Nº 123- 
2018-PCM, dispone que la modernización de la gestión pública consiste en la selección 
y utilización de todos aquellos medios orientados a la creación de valor público en una 
determinada actividad o servicio a cargo de las entidades públicas; 

Que, la Política Nacional de Modernización de la Gestión Pública, aprobada 
mediante el Decreto Supremo Nº 004-2013-PCM, establece que el Sistema de 
Modernización de la Gestión Pública se diferencia de los demás sistemas 
administrativos en que no regula un proceso específico de soporte de la gestión; sino 
que se trata de un sistema que impulsa reformas en todos los ámbitos de la gestión 
pública, aplicables a todas las entidades y niveles de gobierno. Asimismo, señala que el 
ente rector de la modernización debe, entre otros aspectos, ser una institución 
promotora de la cultura de servicio a la ciudadanía y de procesos de innovación de 
gestión en las entidades, líder en la generación de conocimiento y normatividad en la 
materia, articuladora de capacidades e información para la modernización de la gestión, 
así como gestora y facilitadora de las reformas legislativas e institucionales necesarias 
para implementar la Gestión por Resultados en todos los niveles de gobierno; 



Presidencia del Consejo de Ministros 

Regístrese, comuníquese y publíquese. 

Artículo 3.- Publicación 
Disponer la publicación de la presente resolución en el Diario Oficial El Peruano. 

Asimismo, la presente resolución y los Lineamientos se publican en el Portal del Estado 
Peruano (www.peru.gob.pe) y en el Portal Institucional de la Presidencia del Consejo de 
Ministros (www.pcm.gob.pe), el mismo día de la publicación en el Diario Oficial El 
Peruano. 

incluyendo aquellas que ejercen potestades administrativas, y que por tanto su accionar 
se encuentra sujeto a normas de derecho público. 
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El modelo tradicional del Estado denominado "burocrático-weberiano" fue concebido como una 
"máquina" y estuvo orientado a controlar la corrupción y el uso arbitrario del poder (PNUD, 
2015). Este modelo utilizó normas, procedimientos y estándares para delimitar la actuación de 
las entidades públicas en sus intervenciones, en la gestión interna y, en las relaciones con el 
mercado, la sociedad civil y las personas (Siedentopf, 1982). Al desarrollarse en un contexto 
donde el Estado tenía el rol de emitir y aplicar regulaciones, requería mantener la neutralidad 
mediante una administración predecible, continua y gobernada por reglas (Osborne y Gaebler, 
1994; Rhodes, 2014). Por ello, este modelo se fundamentó en un control centralizado de la toma 

IV.2.CAMBIOS EN LOS PARADIGMAS DE MODERNIZACIÓN DE LA GESTIÓN PÚBLICA 

La modernización de la gestión pública consiste en hacer que el Estado realice cambios y mejore 
su gestión para generar bienestar en la sociedad. Esto implica la adopción de mecanismos, 
herramientas y técnicas para mejorar su gestión y, principalmente, para mejorar los resultados 
que entregan a las personas y a la sociedad por medio de sus intervenciones (por ejemplo, en la 
calidad de bienes y servicios y en la calidad de sus regulaciones). En ese sentido, la 
modernización de la gestión pública se entiende como un proceso de transformación constante 
a fin de mejorar lo que hacen las entidades públicas y, de esa manera, generar valor público. 

IV. LINEAMIENTOS GENERALES 

IV.1.LA MODERNIZACIÓN DEL ESTADO 

111.6. Decreto Supremo Nº 022-17-PCM, que aprueba el Reglamento de Organización y 
Funciones (ROF) de la Presidencia del Consejo de Ministros (PCM). 

111.5. Decreto Supremo N° 123-2018-PCM, que aprueba el Reglamento del Sistema de 
Modernización de la gestión pública. 

111.4. Decreto Legislativo N° 1446, Decreto Legislativo que modifica la Ley N° 27658, Ley 
Marco de Modernización de la Gestión del Estado. 

111.3. Decreto Supremo N° 004-2013-PCM, que aprueba la Política Nacional de Modernización 
de la Gestión Pública. 

111.1. Ley N° 27658, Ley Marco de Modernización de la Gestión del Estado. 

111.2. Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo (LOPE). 

111. BASE LEGAL 

Toda entidad pública que forma parte de la Administración Pública, incluyendo aquellas que 
ejercen potestades administrativas y, por tanto, su accionar se encuentra sujeto a normas de 
derecho público. 

11. ALCANCE 

Establecer lineamientos que orienten a las entidades públicas hacia una gestión basada en la 
creación de valor público, que utilice los mejores mecanismos y herramientas de gestión para 
asegurar que los resultados obtenidos respondan de manera valiosa, pertinente, eficaz y 
eficiente a las necesidades y expectativas de las personas y la sociedad. 

l. OBJETIVO GENERAL 

"PRINCIPIOS DE ACTUACIÓN PARA LA MODERNIZACIÓN DE LA GESTIÓN PÚBLICA" 

LINEAMIENTOS N° 001-2019-SGP 
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En primer lugar, el Estado es una entidad monopólica por definición. Entre las actividades 
exclusivas a través de las cuales el Estado ejerce su poder se encuentran la potestad de usar el 

Muchas veces se suele pensar que las empresas y las entidades públicas se asemejan porque 
ambas cuentan con objetivos, tienen que manejar recursos, dirigir y ser dirigidas por personas, 
trabajar mediante procesos, estar sujetas a rendición de cuentas, a la transparencia y a la 
evaluación de su quehacer. Dadas sus similitudes, se cree que sería posible homologar sus 
métodos de funcionamiento, organización y control (Subirats, 2005, p. 19). No obstante, pese a 
que cuentan con aspectos comunes, existen particularidades que se tienen que tomar en cuenta 
para entender el contexto de actuación de las entidades públicas. Entre ellas se pueden 
mencionar dos: (i) su condición monopólica y (ii) la existencia de múltiples y difusos dueños. 

IV.3.CONTEXTO DE ACTUACIÓN DE LAS ENTIDADES PÚBLICAS 

Como puede desprenderse de los cambios producidos en los paradigmas de modernización, es 
relevante que las entidades públicas y los servidores civiles comprendan que el propósito de su 
actuación es crear valor público. 

A partir de dicha crítica, surge el enfoque de la nueva gobernanza, el cual concibe la relación 
Estado- personas como un vínculo colaborativo, sustentado sobre la base de los valores de la 
eficacia y eficiencia, pero sobre todo, en los valores de la democracia. En este enfoque, las 
personas asumen un rol más activo como parte de la solución de los problemas públicos y la co- 
creación de políticas públicas. El énfasis se realiza, entonces, en la creación de valor público, a 
través de intervenciones que aborden los problemas públicos de manera efectiva y útil para las 
personas (Bryson, 2014; PNUD, 2015). 

Otra de las críticas al modelo gerencial es que, al concentrarse en la mejora del desempeño de 
las entidades públicas, se fragmentó la colaboración y articulación entre entidades. Así, el 
énfasis en crear incentivos y propiciar la competencia generó que las entidades públicas 
enfoquen su mirada a mejorar su gestión interna y no desarrollen esquemas de colaboración 
entre ellas para incrementar el valor producido. Además de ello, al instalar la lógica de mercado 
en la administración pública se limitó la relación entre el Estado y las personas a una relación de 
tipo Estado - usuario, con lo cual se perdió el énfasis en valores como el pluralismo, la 
democracia, transparencia, entre otros (Bryson, 2014). 

Posteriormente, con la diversificación de las actividades del Estado, las entidades públicas 
también asumieron el rol de proveedores de bienes y servicios; por lo que se hizo necesario 
adoptar un modelo gerencial que incremente la productividad, eficacia y eficiencia, empleando 
mecanismos y herramientas de gestión del sector privado (Numberg y Ellis, 1995). Estos cambios 
generaron beneficios para la gestión, pero han hecho que se conciba al Estado, principalmente, 
como proveedor de bienes y servicios, dejando de lado su rol regulador. Ello ha llevado a que, 
en algunas ocasiones, se desnaturalice el rol de las entidades públicas (Mintzberg, 1996; 
Minogue y Polidano, 1998; PNUD, 2015). 

Además, el modelo burocrático del Estado concebía a las personas como "administrados" y, a 
las entidades públicas, como organizaciones amparadas en el uso del poder del Estado ("ius 
imperium") para establecer normas y organizarse, imponer sanciones, crear o restringir 
derechos u obligaciones, entre otros, primando los valores de eficiencia e imparcialidad (Bryson, 
2014; PNUD, 2015). Como consecuencia de este modelo, en muchos casos, se redujo el margen 
para la innovación y se limitó el accionar de los servidores civiles al cumplimiento de lo 
legalmente asignado, ocasionando que estos miraran a las entidades desde el lugar que 
ocupaban en sus oficinas o direcciones, sin observar que forman parte de un todo como Estado. 

de decisiones, en estructuras organizacionales jerárquicas y en la reducción de la 
discrecionalidad de la actuación de las entidades públicas. 
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1 Además de esas actividades, también se reconocen actividades vinculadas a la formulación de políticas en las áreas económica y 
social, así como realizar transferencias hacia la educación, la salud, la previsión social, entre otros, las cuales constituyen actividades 
que, si bien no son estrictamente monopólicas o exclusivas del Estado, están orientadas a garantizar derechos humanos 
fundamentales para las personas (Bresser Pereira, 1998). 

La presencia de múltiples y difusos dueños en las entidades públicas, también lleva a procesos 
de asignación de recursos más complejos. Mientras que en el sector privado, los recursos 
dependen de las utilidades que obtengan las empresas; en el sector público, el presupuesto 
depende del acceso al poder, en la medida en que es el proceso político -y no el mercado- el que 
funciona como mecanismo de asignación de recursos. De ese modo, el proceso político asigna 
los recursos de dos maneras: (i) determinando el total de los recursos para la realización de los 
fines del Estado y (ii) tomando decisiones sobre la porción del presupuesto público disponible 
para los distintos bienes y servicios públicos. Entonces corresponde al proceso político, que 
canaliza y representa los intereses de los distintos grupos sociales, resolver la tensión entre 
demandas que compiten entre sí y que, en ocasiones, se contraponen claramente (Echevarría y 
Mendoza, 1999, p. 21). 

En cambio, en la administración pública no existe un dueño del capital encargado de controlar, 
fiscalizar y exigir resultados para hacer rentable la inversión. Esto hace que no se tenga el 
incentivo natural que tiene el mercado para mejorar la productividad y generar valor; pues las 
entidades públicas no van a salir del mercado por ser menos productivas o por no crear valor. 
Más aún, si se considera que, en el sector público hay ausencia de precios, se producen bienes 
o servicios que tienen la característica de asegurar el ejercicio de derechos y, por ende, no son 
optativos. Además, en el caso de los bienes públicos, no se puede dividir el consumo de lo que 
se produce, lo que hace más difícil medir la generación de valor. Por tanto, desde la propia 
administración pública se tienen que crear incentivos que permitan mejorar los niveles de 
productividad y la producción de valor en las entidades públicas. 

Un segundo aspecto que diferencia a las entidades públicas de las empresas del sector privado 
tiene que ver con la existencia de múltiples y difusos dueños, lo cual lleva a procesos de creación 
de valor más complejos. En el caso del sector privado, las empresas tienen una racionalidad 
orientada a la maximización de beneficios económicos, lo cual hace que la rentabilidad sea 
determinada por su desempeño. En el caso del sector público, las entidades están orientadas 
hacia una racionalidad que depende de los objetivos del Estado, los cuales se orientan hacia la 
búsqueda de la equidad y del bienestar de la sociedad. Ello ocasiona que las entidades públicas 
sirvan a diversos intereses y "clientes", enmarcando su labor en un entramado de gran 
complejidad, con múltiples de actores, muchas veces con intereses contrapuestos. Por tanto, las 
entidades públicas no se orientan de manera inequívoca hacia una búsqueda de resultados 
basada en la obtención de beneficios (Subirats, 2005, p. 20). 

La condición monopólica de las entidades públicas dificulta la generación de incentivos para 
aumentar su productividad. En el caso del sector privado, las condiciones para mejorar la 
productividad y aumentar el valor, se originan por los mercados. A través del sistema de precios, 
los mercados asignan eficientemente los recursos; los precios y la demanda racionalizan la 
producción de bienes y servicios privados; y, los consumidores que pueden y quieren pagar el 
precio exigido, obtienen el bien o el servicio. En este caso, la generación de valor se mide en 
términos de rentabilidad; por tanto, un privado -naturalmente- presta atención a la 
productividad y al valor creado porque, de lo contrario, sale del mercado. 

poder público ("ius imperium") para definir las políticas públicas y las leyes del país, imponer 
justicia, mantener el orden, defender el país, representarlo en el exterior, recaudar impuestos, 
regular las actividades económicas y fiscalizar el cumplimiento de las leyes. Dichas actividades 
son monopólicas porque no podrían ser ejercidas por nadie más que el Estado, siendo 
actividades exclusivas (Bresser Pereira, 1998, p. 528)1. 
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En este sentido, la Secretaría de Gestión Pública busca crear condiciones que incentiven a 
las entidades públicas a modernizarse, cumpliendo un rol similar al papel que representa la 
competencia en el mercado para las entidades privadas. Para ello son útiles, por ejemplo, 
herramientas que evidencien la posición relativa de las entidades públicas, para fomentar 
competencia entre ellas, tales como los índices de desempeño, rankings de servicios, entre 
otros. El valor principal de estas herramientas consiste en que producen incentivos en el 
sector político para motivar y apoyar las mejoras en las entidades públicas, puesto que los 
resultados de estas les reditúa políticamente (Moore, 1995). Además, dota a las personas 
de variables objetivas para valorar la acción del Estado. 

Elaboración propia 

Secretaría de Gestión Pública(SGP) 

tiene por objetivo 

Crear condiciones que generen incentivos para la 
modernización de las entidades públicas 

a través de 

Ejercer puntos de control 
administrativo 

Establecer estándares 
mínimos de obligatorio 

cumplimiento 

Modernización de las 
entidades públicas 

Creación de Valor Público 

Gráfico 1.- El Rol de la Secretaría de Gestión Pública 

En dicho contexto de actuación, la Secretaría de Gestión Pública tiene como objetivo generar 
condiciones para que las entidades públicas se modernicen. Para ello, orienta su actuación a: (i) 
establecer estándares mínimos de obligatorio cumplimiento, a través de herramientas e 
instrumentos y, (ii) ejercer puntos de control administrativo, a través de opiniones técnicas 
vinculantes para asegurar la razonabilidad de las decisiones de las entidades públicas. Para ello, 
se toma en consideración la diversidad de organizaciones y encargos, tratando de regular para 
la mayor cantidad de entidades, pero reconociendo que existen variaciones importantes. Estas 
variaciones se dan, tanto por el lado de entidades con alta sofisticación organizacional, a las que 
no se les debe restringir la posibilidad de innovar; como otras de muy baja capacidad o recursos, 
en cuyo caso no se puede sobrerregular con demandas imposibles de cumplir. 

Por todo lo mencionado, entender la naturaleza y especificidad de las entidades públicas 
respecto de las privadas, es fundamental para diseñar e implementar esfuerzos de 
modernización en el Estado. Los problemas y desafíos que se presentan en el sector público 
requieren de un tratamiento específico y diferenciado; por lo que las soluciones no se pueden 
importar automáticamente del sector privado, sin que haya una adaptación previa al contexto. 
Por ello, las entidades públicas deben partir por considerar que sus propuestas de mejora sean 
adecuadas para su contexto y que, de ese modo, permitan orientar las intervenciones públicas 
hacia la creación de valor público. 
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Es decir, la esencia de una gestión pública moderna se fundamenta en la generación de valor 
público. Para ello, las entidades públicas deben seleccionar y utilizar los mejores mecanismos y 
herramientas de gestión para asegurar que los resultados generados respondan de manera 
valiosa, pertinente, eficaz y eficiente a las necesidades y expectativas de las personas y la 
sociedad. En ese sentido, importan tanto los resultados como la gestión interna y los productos, 
ya que la interrelación entre estos produce valor en sí misma. 

En ese marco, la Modernización se sustenta en los siguientes principios de actuación que todos 
los servidores civiles se comprometen a cumplir con el fin de acercarse y recuperar la confianza 
de las personas: 

Elaborado por la Secretaría de Gestión Pública (SGP), sobre la base de la Política Nacional de Modernización de la 
gestión pública (Decreto Supremo Nº 004-2013-PCM). 

PRODUCTO OPERACIONES ESTRATEGIA 

Bienes 
Servicios 
Regulaciones 

RESULTADOS 

Necesidades y expectativas 
de las personas .. 

Gráfico 2.- Cadena de Valor Público 

El valor público se crea cuando las intervenciones del Estado resuelven problemas de interés 
público, potencian oportunidades para las actuales y futuras generaciones o contribuyen a 
las aspiraciones de país que queremos alcanzar. Asimismo, las entidades crean valor público 
para las personas y la sociedad con su propia gestión; es decir, con la definición de la 
estrategia, su operación y la entrega de productos (bienes, servicios y regulaciones). 

En ese sentido, centrarse en la creación de valor público brinda a la gestión un enfoque 
estratégico que coloca como centro a las necesidades y expectativas de las personas y de la 
sociedad y, que prioriza los resultados generados, manteniendo la confianza y legitimidad 
(Moore, 1995; Sotelo, 2012). 

IV.4.EL ENFOQUE: UNA GESTIÓN PÚBLICA ORIENTADA A LA GENERACIÓN DE VALOR 
PÚBLICO 

Como se mencionó anteriormente, la diversidad de capacidades de las entidades públicas 
debe ser tomada en cuenta para establecer tratamientos diferenciados cuando sea 
necesario, puesto que el fin último del sistema de modernización es facilitar la existencia de 
entidades productivas, pertinentes y éticas que logren resultados para las necesidades de 
las personas. 

Una vez que se producen las condiciones que generan incentivos para modernizarse, las 
entidades públicas necesitan aplicar herramientas e instrumentos para hacerlo. Así, el papel 
de la Secretaría de Gestión Pública también incluye la elaboración de mecanismos de ayuda 
para la concreción de los cambios (ej. normativas, protocolos, guías, manuales, u otros que 
constituyen estándares mínimos de obligatorio cumplimiento). 
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Las políticas públicas son el resultado de un conjunto de decisiones que buscan solucionar un 
problema público y se expresan en diseños que sustentan la acción pública, los cuales permiten 
integrar y dar coherencia a la intervención del Estado al servicio de las personas (Oficina del 
Gabinete de Reino Unido, 1999; Política Nacional de Modernización de la Gestión Pública en el 
Perú, 2013). Para materializar la acción pública, el Estado dispone de diversos instrumentos, 
denominados instrumentos de política pública, que constituyen un conjunto de intervenciones 
través de los cuales las entidades públicas ejercen su poder, a fin de garantizar o producir un 
cambio en la sociedad (Vedung, 1998; Waissbluth, 2002): 

Diseñar e implementar políticas públicas cuyos resultados generen valor permitirá contar con 
intervenciones públicas que aporten respuestas efectivas y útiles a las necesidades de las 
personas. Para ello, se busca que las entidades públicas conozcan las características, 
expectativas y preferencias de las personas; identifiquen adecuadamente el problema público y 
a quiénes les afecta, se tracen objetivos de política pública claros, analicen cuidadosamente 
diversas alternativas de solución, y seleccionen aquella solución que sea la más óptima y viable 
para conseguir el objetivo planteado. 

V.1. Diseñar e implementar políticas públicas cuyos resultados generen valor. 

V. LINEAMIENTOS ESPECÍFICOS 

l. Diseñar e implementar políticas públicas cuyos resultados generen valor. 
2. Medir los resultados de las intervenciones. 
3. Pensar de manera sistémica los problemas. 
4. Responder mejor a las personas. 
S. Contar con bienes y servicios de calidad. 
6. Emitir regulaciones de calidad. 
7. Mejorar la productividad de las entidades públicas. 
8. Diseñar estructuras organizacionales interconectadas, ágiles y adaptables. 

De esta manera, la modernización busca reducir los problemas a los que se enfrentan hoy las 
entidades públicas para asegurar que lo que se hace esté dirigido a satisfacer las necesidades de 
las personas y a generar bienestar a la sociedad. Estos lineamientos están dirigidos a todas las 
entidades del Estado Peruano; sean pequeñas o grandes en cuanto a número de personal, 
cuenten con un presupuesto extenso o uno reducido, sean de alcance local, regional o nacional, 
sean prestadoras de bienes o servicios, reguladoras o formuladores de políticas; para que desde 
su particularidad y, en el marco de sus competencias, emprendan la modernización de la gestión 
pública. 
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2Además de las intervenciones públicas señaladas en el Cuadro 2, se debe tomar en cuenta que el rol del Estado también se 
orienta a garantizar derechos sociales y económicos para las personas, tales como las prestaciones de salud, pensiones, 
educación, seguridad, entre otros, siendo que la condición de derecho universal no es excluyente de la condición de servicio 
del Estado. 

• Conocer las características, necesidades, intereses, expectativas y preferencias de las 
personas a quienes se dirige la intervención, a fin de contar con mayor claridad sobre el 
problema público que se intenta resolver o la oportunidad que se busca potenciar. 

• Identificar el problema público y a quiénes les afecta, entender por qué existe, cuáles 
son sus causas, qué tan significativo es, y cuál es la magnitud del problema; observar si 
existe algún modo similar en que el Estado haya intervenido antes, y evaluar la razón 
por la cual es necesaria su intervención. 

• Fijar un objetivo claro, preciso, medible y alcanzable para resolver el problema. Ello 
implica, además, examinar si cuentan con las competencias, capacidades y recursos 
necesarios para solucionar el problema y si se requiere la articulación con otras 
entidades públicas. 

• Trazar diversas alternativas de solución; es decir, decidir sobre qué zanahorias, garrotes 
y sermones aplicar (esto es definir la política pública), escogiendo la alternativa que 
garantice que los beneficios esperados para la sociedad sean mayores a los costos 
asociados a la implementación de la política pública. 

A pesar de esta diversidad de intervenciones públicas, se suele pensar que los problemas 
públicos se resuelven rápidamente a través de normas, sin conocer las necesidades y 
expectativas de las personas, sin observar o analizar a profundidad las causas que originan el 
problema ni a examinar las alternativas de solución que sean más efectivas para alcanzar un 
objetivo, y finalmente estén destinadas a generar valor para las personas. Por ello, para 
garantizar políticas públicas cuyos resultados generen valor, se requiere: 

Entre los principales instrumentos de política pública, se pueden identificar los incentivos o 
"zanahorias", castigos o "garrotes" y las acciones comunicacionales o "sermones". La selección 
de cada instrumento dependerá de las estrategias políticas o administrativas que se adopten, 
dependiendo del objetivo que se desea alcanzar en términos de efectividad, eficiencia, 
legitimidad, entre otros. Cada instrumento de política pública genera ventajas y desventajas 
frente al objetivo que se desea alcanzar. Por ello, durante el diseño se debe analizar los posibles 
efectos producidos por cada instrumento en las personas y en la sociedad, y las características 
del contexto, a fin de asegurar que los beneficios a producir superen los costos asociados a su 
implementación (Waissbluth, 2002). 

Elaborado por la Secretaría de Gestión Pública (SGP), sobre la base de Waissbluth (2002)2 

P. ejemp.: Campanas, 
etc. 

P. ejem.: Infracciones, 
suspensiones, etc. 

comportamiento. 

P. ejem.: Bienes, 
servicios, subsidios, 
programas sociales de 
transferencia 
condicionada, etc. 

Acciones de 
comunicación que 

fomentan o 
desalientan un 

Castigos o sanciones 
que desalienten un 
comportamiento. 

Incentivos que 
alientan un 

comportamiento. 
' 

' 
' 
' 
' : · 

Cuadro 1.- Instrumentos de política pública del Estado 


































